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JUEZ PONENTE:LOPEZ CAICEDO NANCY XIMENA, JUEZA 
AUTOR/A:LOPEZ CAICEDO NANCY XIMENA 
SALA ESPECIALIZADA DE LO CIVIL Y MERCANTIL DE LA CORTE 
PROVINCIAL DE JUSTICIA DE PICHINCHA. Quito, martes 31 de mayo del 2022, a las 
09h27.

VISTOS: PRIMERO.- COMPETENCIA: En lo principal, sube por recurso de apelación de 
la sentencia dictada por el Dr. Leonardo Andrés Eguiguren Bermeo, Juez de la Unidad 
Judicial Civil con sede en la parroquia Iñaquito del Distrito Metropolitano de Quito, provincia 
de Pichincha, en la acción constitucional  de protección presentada  en calidad de legitimados 
activos la señora SANDY ALEJANDRA LÓPEZ ZAPATA, portadora de la cédula de 
ciudadanía N° 172184466-8, domiciliada en la ciudad de Quito, en representación de su padre 
el señor GALO ALFONSO LÓPEZ NEGRETE, en contra del Servicio de Rentas Internas y 
del Procurador General del Estado, como legitimados pasivos. Por concedido el recurso 
interpuesto por los legitimados activos, se remite el proceso a la Corte Provincial de Justicia, 
por el sorteo legal y los preceptos contenidos en el Art. 24 de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccional y Control Constitucional en concordancia con el Art. 208 (numeral 1) del 
Código Orgánico de la Función Judicial; se ha radicado la competencia en este Tribunal 
Tercero de Apelación de la Sala Especializada de lo  Civil y Mercantil, conformado por la 
Dra. Nancy López Caicedo (Jueza Ponente), Dr. Raúl Mariño Hernández y Dr. Fredy Macías 
Navarrete, encargado del despacho de la Dra. Rita Bravo Quijano, conforme Acción de 
Personal N° 03808-DP17-2022-MP, quien avoca conocimiento de la causa. SEGUNDO.- 
ANTECEDENTES: 2.1 A fojas 17 a 22  del cuaderno de primera instancia, obra la demanda 
presentada por la señora SANDY ALEJANDRA LÓPEZ ZAPATA, quien comparece en 
representación de su padre el señor GALO ALFONSO LÓPEZ NEGRETE, en la que indica 
que la misma se presenta en contra del Servicio de Rentas Internas y del Procurador General 
del Estado, como legitimados pasivos, expresando en el libelo inicial que su padre es una 
persona con discapacidad conforme el carnet adjunto, quien para su sustento y de su familia, 
posee un local comercial, cuya razón social es “Ferretería López”, situado en la Avenida 
Mariscal Sucre S25-539 y Cusubamba. Que el 03 de marzo de 2022, a las 15h00, mientras se 
encontraba en local comercial junto con su padre, llegaron dos policías y un funcionario del 
Servicio de Rentas Internas, quien no quiso identificarse, quien expresó que el 25 de febrero 
de 2022, han vendido un juego de rachas a una persona, quien ha dicho que no le ha otorgado 
el comprobante de venta, por lo que procedieron a buscar en sus registros contables y 
encontraron  la factura N°001-002-0003026 de 25 de febrero de 2022, en la que se detalla la 
compra del juego de rachas, lo que se indicó y explicó  al funcionario del SRI; sin embargo sin 
mayor explicación ni información sobre la presunta infracción cometida, aduciendo que la 
orden estaba dada, procedió a clausurar el local comercial y entregar la resolución de clausura 
N° DZ9-FF9RCLC22-000000048 e indica que no se les notificó previamente con alguna 
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denuncia o inicio de proceso en contra de su padre, es decir que se ejecutó una sanción sin que 
medie un proceso previo, a pesar de que el SRI cuenta con todos los datos para cualquier 
notificación. Que el Reglamento de la Sanción de Clausura de Locales, expedido con Decreto 
Ejecutivo N° 1494, publicado en el Registro Oficial N° 500 de 06 de enero de 2009, en el Art. 
2 dispone que previa la aplicación de la sanción de clausura, la autoridad competente que 
avoque el conocimiento del hecho dispondrá la notificación al presunto responsable para que 
comparezca a una audiencia pública, acompañado de su abogado defensor para que conteste 
los cargos formulados en su contra, lo que no sucedió, dejando a su padre en indefensión, pues 
no pudo presentar prueba de descargo de la presunta infracción, pese a tener la factura emitida 
en la fecha y emisión de la compra y seis días después se procede a la clausura (03 de marzo 
de 2022), impidiendo que su padre realice sus actividades comerciales, que constituyen el 
sustento suyo y de su familia, así como de los empleados del local. Indica que los derechos 
vulnerados son AL DEBIDO PROCESO EN LA GARANTIA DEL DERECHO A LA 
DEFENSA, Art. 76 numeral 7) literales a); b), c), d), h) y m) de la Constitución, pues no se 
siguió el proceso sancionador establecido en el anotado Art. 2 del Reglamento  de la Sanción 
de Clausura de Locales. DERECHO A LA SEGURIDAD JURÍDICA, establecido en el Art. 
82 de la Constitución, al no observar, respetar y aplicar normas previas y claras (Art. 2 del 
Reglamento). DERECHO AL TRABAJO, establecido en el Art. 33 de la Constitución, pues 
la clausura del local comercial afectó el derecho al trabajo de su padre por ser el medio de 
sustento. DERECHO A UNA VIDA DIGNA, contemplado en el Art. 66 de la Constitución, 
porque el hecho de haber clausurado el local comercial impide que se genere ingresos 
necesarios para su subsistencia. Solicita medidas cautelares, que se suspenda y no se ejecute la 
resolución de clausura N° DZ9-FF9RCLC22-00000048 hasta que se resuelva la acción 
presentada, anuncia elementos de prueba (RUC, DECLARACIÓN DE IMPUESTOS, 
FACTURA 001-002-0003026 DE 25 DE FEBRERO DE 2022, RESOLUCIÓN DE 
CLAUSURA N° DZ9-FF9RCLC22-00000048, COPIA DEL CARNET DE 
DISCAPACIDAD, SOLICITA SE RECEPTEN LOS TESTIMONIOS DE LA 
ACCIONANTE Y DE SU PADRE), señala lugares para hacer conocer la acción a los 
legitimados pasivos y  para recibir notificaciones, declara no haber presentado otra acción 
sobre el mismo tema, y como PRETENSIÓN establece: 1) se declara que el Servicio de 
Rentas Internas, ha vulnerado  los derechos constitucionales al debido proceso, defensa, 
seguridad jurídica, trabajo y vida digna; 2.- se deje sin efecto la Resolución de clausula N° 
DZ9-FF9RCLC22-00000048 del Servicio de Rentas Internas y se garantice el debido proceso 
previo a la ejecución de la resolución de sanción; 3.- que se le pidan disculpas públicas, 
publicando la sentencia en la página web del Servicio de Rentas Internas por el plazo de 15 
días; 4.- que como medida de reparación el Servicio de Rentas Internas, realice una 
compensación económica por los días que no se pudo realizar la actividad económica debido a 
la clausura del local comercial, que ha generado gastos y falta de ingresos; 5.- que como 
garantía de no repetición se disponga capacitar al personal del servicio de Rentas Internas, en 
áreas de debido proceso previo a imponer sanciones; 6.- que se disponga a la Defensoría del 
Pueblo para que realice el seguimiento del cumplimiento de la sentencia. 2.2 Admitida a 
trámite la acción constitucional (fs. 24 a 25 vuelta), se dispone hacer conocer el contenido de 



la misma al legitimado pasivo y al Procurador General del Estado, se señala fecha para que 
tenga lugar la audiencia pública, oral y contradictoria, y se toma en cuenta el lugar para 
notificaciones y en la misma providencia se rechaza las medidas cautelares solicitadas.  2.3 
AUDIENCIA ORAL Y PÚBLICA: Los legitimados activos, en la audiencia oral, pública y 
contradictoria, se ratifica en el contenido del libelo inicial, esto es en los hechos, el derecho y 
la pretensión, lo que replica en las subsiguientes intervenciones e incluso en la intervención 
directa del señor GALO ALFONSO LÓPEZ NEGRETE, quien afirma los hechos acaecidos y 
que constan en la demanda. El Legitimado Pasivo Servicio de Rentas Internas, 
representado por Marisol Paulina Andrade Hernández, en calidad de Directora General 
del SRI y de Andrés Felipe Córdova Pizarro en calidad de Director  Zonal 9 del SRI y 
ellos por el abogado Diego Fernando Cevallos Izquierdo, narra los hechos ocurridos como 
la venta, la no entrega de comprobante de venta, que la fedataria Gissela Liliana Pico Silva, 
que es la persona que realizo la compra simulada, levanta el documento Acta Probatoria 
Control de Transacciones DZ9/FF9AVRC22/00000090 / 0000820894 en la que detalla el 
incumplimiento de entrega de comprobante de venta; que el 3 de marzo se emite la Resolución 
de clausura N° DZ9-FF9RCLC22-00000048 y que el mismo día se ejecuta la sanción, esto es 
la clausura de la FERRETERIA LOPEZ y el funcionario que la realiza es Salas Almeida 
Pablo David. Con respecto a la identificación de los funcionarios dice que constan en los 
documentos entregados al momento de la ejecución de la sanción de clausura, con respecto a 
la violación del debido proceso, determina que el Art. 2 del Reglamento de la sanción de 
Clausura de Locales, que prevé un proceso, este no es aplicable para el presente caso, pues 
solo se aplica cuando no existe establecido procedimiento específico; sin embargo hace 
relación al contenido de los Arts. 1 y 2 del Reglamento, que en lo que respecta a la materia 
tributaria, la Ley de Régimen Tributario Interno en el Art. 97.14 establece: “Para la aplicación 
de la sanción de clausura  se seguiré el procedimiento  establecido en el literal b9 de la 
Disposición General Séptima de la Ley Nro. 99 #24 publicada en el Registro Oficial 
Suplemento Nro. 181 de 20 de abril de 1999.” Y que la DISPOSICIÓN GENERAL 
SEPTIMA  establece que “para el fiel cumplimiento de las disposiciones de esta Ley, se 
establecen los siguientes instrumentos de carácter general para el efectivo control de los 
contribuyentes y las recaudaciones: a) Clausura.- La clausura es el acto administrativo de 
carácter reglado e impugnable, mediante el cual el Director del Servicio de Rentas Internas , 
por si o mediante delegación, clausura los establecimientos de los sujetos pasivos cuando 
éstos se hallen incursos en cualquiera de los siguientes casos: (…) b) Procedimiento de 
Clausura.- (…) En el caso contemplado en el numeral iii) del literal a) de esta disposición, no 
será necesaria la notificación si se comprueba  de manera flagrante la no entrega de los 
comprobantes de venta o la entrega de los mismos sin que cumplan los requisitos legales  o 
reglamentarias. En este caso la clausura será automática. Para los casos previstos en el literal 
a) la clausura será de siete (7) días. La clausura se efectuará  mediante la aplicación  de sellos 
y avisos en un lugar visible del establecimiento sancionado. Si los contribuyentes reincidieren 
en las faltas que ocasionaron la clausura, serán sancionados con una nueva clausura  por un 
plazo de diez (10) días, la que se mantendrá  hasta que satisfagan  las obligaciones en mora.”, 
indica que para la clausura existe un procedimiento claro y previo y concluye que la 



pretensión del accionante no tiene sustento y vuelve a repetir lo que hizo la fedataria, esto es 
simuló una compra y los actos posteriores e indica que la resolución puede ser impugnada 
conforme el Art. 333 del COGEP. Que la alegación de violación de la seguridad jurídica 
carece de sustento, pues el SRI ha actuado en aplicación de  normas claras y previas. Que la 
alegación de violación del derecho al trabajo, tampoco tiene sustento pues este no es absoluto 
y que se lo mantiene cumpliendo las normas y lo mismo expresa respecto al derecho a la vida 
digna y manifiesta que la acción es improcedente conforme el numeral 4) del Art. 42 de la Ley 
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional  y que la emisión de la 
Resolución de clausura, la notificación de esta resolución y su ejecución cumple con el debido 
proceso e incorpora como medios de prueba el acta probatoria respecto a la simulación de 
compra, la resolución de clausura y el acta se ejecución de clausura. No comparece la 
Procuraduría General del Estado y escuchadas las partes, el juez de instancia dicta  
RESOLUCIÓN ORAL, rechazando la acción de protección. A fs. 64 a 68 obra la 
SENTENCIA ESCRITA, en cuya parte resolutiva consta: “ADMINISTRANDO JUSTICIA, 
EN NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL ECUADOR, Y POR AUTORIDAD DE LA 
CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES DE LA REPÚBLICA, se niega la demanda  presentada por el 
señor Galo Alfonso López Negrete. Ejecutoriada la sentencia, remítase copia certificada a la 
Corte Constitucional para el desarrollo de la Jurisprudencia, como determina el numeral 5 
del Art. 86 de la Constitución de la República.- Sin costas. El legitimado activo, en la 
respectiva audiencia pública, ha interpuesto el recurso de apelación a la resolución tomada.- 
NOTIFÍQUESE.”. A fs. 69 la Procuraduría General del Estado comparece señalando lugar 
para notificaciones. A fs. 72 a 73 los legitimados activos presentan escrito en el que reiteran la 
apelación realizada en audiencia, reiterando los derechos vulnerados y solicitando que se 
declaren vulnerados sus derechos y como reparación integral  el SRI pida disculpas , que se 
capacite a los funcionarios públicos y que se disponga la reparación económica por el daño 
sufrido. A fs. 75 obra la providencia en la que se concede el recurso de apelación interpuesto. 
TERCERO.- VALIDEZ PROCESAL: No se advierte omisión de solemnidad sustancial 
alguna,  en la tramitación de la acción de protección; por lo que, se declara la validez procesal. 
CUARTO.-  ARGUMENTACION JURÍDICA:  4.1 La acción de protección de 
conformidad con el precepto contenido en el Art. 88 de la Constitución de la República del 
Ecuador, tiene por objeto el amparo directo y eficaz  de los derechos reconocidos en la 
Constitución y en los tratados y convenios internacionales de derechos humanos y se la puede 
interponer cuando exista una vulneración de derechos constitucionales, por  actos u omisiones 
de cualquier autoridad pública no judicial, contra políticas públicas cuando supongan la 
privación de goce o ejercicio de los derechos constitucionales; y, cuando la violación proceda 
de una persona particular, si la violación del derecho provoca daño grave, si presta servicios 
públicos impropios, si actúa por delegación  o concesión, o si la persona afectada se encuentra 
en estado de subordinación, indefensión o discriminación. En estricta concordancia con el 
precepto constitucional y adecuada formal y materialmente, la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional, en el Art. 39 determina el mismo objeto de la 
acción, siempre y cuando los derechos no estén amparados por las acciones de habeas corpus, 
acceso a la información pública, habeas data, por incumplimiento, extraordinaria de 



protección y extraordinaria de protección contra decisiones de la justicia indígena; otorgando 
por tanto, a través de la jurisdicción constitucional, una tutela judicial directa y efectiva. Los 
requisitos de procedencia de la acción de protección de conformidad  con el Art. 40 de la Ley 
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control  Constitucional, son: “1.- Violación de un 
derecho constitucional. 2.- Acción u omisión de autoridad pública o de un particular; y,  3.- 
Inexistencia de otro mecanismo de defensa judicial adecuado y eficaz para proteger el derecho 
violado.”. En el ámbito del objeto de la acción de protección y de su procedencia, la Corte 
Constitucional en sentencia N° 016-13-SEP-CC, expedida el 16 de mayo del 2013 dentro del 
caso N° 1000-12-EP, establece: “la acción de protección procede cuando se verifique una real 
vulneración de derechos constitucionales, con lo cual, le corresponde al juez verificar y 
argumentar si existe o no una vulneración de un derecho constitucional. Es a él a quien le 
corresponde analizar caso a caso, sobre la base de un  ejercicio de profunda razonabilidad, los 
hechos y las pretensiones del actor para poder dilucidar si se trata de un caso de justicia 
constitucional o si por el contrario, o por su naturaleza infraconstitucional su conocimiento le 
corresponde a la justicia ordinaria”. Análisis que le corresponde al juzgador investido de juez 
constitucional, mediante la revisión y debida comprensión de los elementos aportados al 
proceso, a la luz de la Constitución de la República del Ecuador y de los Tratados y 
Convenios Internacionales de Derechos Humanos. 4.2 Los legitimados activos, determinan en 
el libelo inicial, que el acto administrativo que vulnera sus derechos es la resolución N° DZ9-
FF9RCLC22-00000048, en la que se sanciona con la clausura del local comercial de 
propiedad del padre de la accionante, por el plazo de 10 días, por cuanto en esta se expresa 
que es REINCIDENTE, sanción que a decir de la parte accionante ha sido resuelta y 
ejecutada, sin observar el debido proceso contemplado en el Art. 2 del Reglamento para la 
clausura de locales comerciales, lo que expresa le ha dejado en la indefensión; pretensión que 
es impugnada por los demandados, quienes aceptando la existencia de la resolución de 
clausura y la ejecución de la sanción, alegan que han seguido el debido proceso establecido en 
la ley, esto es que para dictar la sanción no se debía observar lo dispuesto en el Art. 2 del 
Reglamento de clausura de locales comerciales, a más de esta discrepancia también es el 
hecho de que los legitimados activos aseveran y presentan como prueba que por la venta 
simulada, se emitió en la misma fecha la factura respectiva, en cambio los demandados sin 
referirse a este hecho, aseveran que el momento de la venta, no se entregó el respectivo 
comprobante de venta. 4.3 Al examinar la traba de la litis constitucional y la sentencia 
impugnada, para resolver, preciso realizar el análisis al amparo de lo dispuesto en el Art. 40 de 
la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, que contiene los 
requisitos de procedencia de la acción jurisdiccional y del Art. 42 ibídem que establece los 
presupuestos de inadmisión, frente a los hechos alegados, y conforme lo dispone la Sentencia 
vinculante, con efecto erga omnes, N°0001-16-PJO-CC, caso N°  0530-10-JP, dictada el 22 de 
marzo de 2016, dictada por el Pleno de la Corte Constitucional que dice: “Las juezas y los 
jueces constitucionales  que conozcan de una acción de protección, deberán realizar un 
profundo análisis acerca de la real existencia de la vulneración de derechos constitucionales 
en sentencia, sobre la real concurrencia de los hechos del caso concreto. Las Juezas o Jueces 
constitucionales únicamente cuando no encuentren  vulneración de derechos constitucionales 



y lo señalan motivadamente en su sentencia, sobre la base de los parámetros de 
razonabilidad, lógica y comprensibilidad, podrán determinar que la justicia ordinaria es la 
vía idónea y eficaz para resolver el asunto controvertido.”, en tal razón, precisa establecer si 
existe menoscabo o vulneración de un derecho constitucional, objeto primigenio de la acción 
de protección, pues no todas las vulneraciones al ordenamiento jurídico, tienen cabida en el 
ámbito constitucional,  por tratarse de conflictos cuya vía idónea  y eficaz se encuentra en la 
justicia ordinaria, sin que la acción de protección de derechos, se la pueda considerar como 
una vía subsidiaria, de superposición o reemplazo de las instancias judiciales ordinarias, pues 
su objetivo es la reparación de derechos constitucionales vulnerados o menoscabados, no es 
subsidiaria,  ni tampoco se superpone a la jurisdicción ordinaria, de igual manera de observará 
lo dispuesto en  las Sentencias N° 041-13-SEP-CC y N° 043-13-SEP-CC, que en la parte 
pertinente dice: “ … la carga de demostración sobre la adecuación y eficacia de los 
procedimientos ordinarios, no recae sobre el accionante, sino sobre el juzgador, al momento 
en que determina si la violación efectivamente  se verificó o no en el caso puesto en su 
conocimiento.”. En debida concordancia el numeral 1) del Art. 3 de la Constitución de la 
República del Ecuador, impone como deber del Estado, garantizar sin discriminación  alguna 
el efectivo goce de los derechos establecidos en la Constitución  y en los instrumentos 
internacionales; el Art. 11 numeral 4) ibídem determina, que ninguna norma jurídica  podrá 
restringir el contenido de los derechos ni las garantías jurisdiccionales; así también el numeral 
7) establece que será inconstitucional  cualquier acción u omisión  de carácter regresivo que 
disminuya, menoscabe o anule  injustificadamente el ejercicio de los derechos; en el numeral 
9) dispone que el más alto deber del Estado consiste  en respetar y hacer respetar los derechos 
garantizados en la Constitución y en cuanto a los derechos de protección, el Art. 76 numeral 3 
dispone que solo se podrá juzgar a una persona ante un juez o autoridad competente y con 
observancia  del trámite de cada procedimiento, lo que guarda concordancia con el Art. 83 que 
consagre el derecho a la seguridad jurídica, anotando que se fundamenta en el respeto a la 
Constitución y en la existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las 
autoridades competentes. 4.4 A decir del legitimado activo conforme el contenido del libelo 
inicial y ratificado en la audiencia oral, pública y contradictoria, la parte legitimada activa 
determina que la resolución de clausura vulnero sus derechos constitucionales, en cambio los 
legitimados pasivos centran  su defensa en atacar las pretensiones del accionante, 
argumentado que  se trata de un tema de mera legalidad, cuyo ámbito de competencia es la 
justicia  infra constitucional, tesis que es aceptada por el juzgador de instancia, considerando 
que las cuestiones que motivaron la acción,  no tienen cabida en el ámbito de la justicia 
constitucional, resolución que el legitimado activo la impugna vía recurso de apelación.  Las 
acciones que se interponen con el fin de que se amparen los derechos humanos, llamados 
también constitucionales, naturales, y/o fundamentales, necesariamente tienen que tener como 
sustento la vulneración de uno o más de aquellos derecho, que van más allá, de los 
denominados derechos legales, por lo que para su sustanciación y resolución, se impone que el 
juzgador constitucional determine con conocimiento, voluntad y compromiso, si de los hechos 
expuestos en la demanda constitucional presentada, se desprende o no la vulneración de los 
derechos fundamentales de la persona, lo que se ha de establecer motivadamente y con el 



fundamento pertinente. La acción de protección planteada, consta recogidas en el Art. 88 de la 
Constitución de la República del Ecuador,  la que en  estricta concordancia y adecuada formal 
y materialmente, la recoge la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional, en cuyo  Art. 39 determina el mismo objeto de la acción, siempre y cuando los 
derechos no estén amparados por las acciones de habeas corpus, acceso a la información 
pública, habeas data, por incumplimiento, extraordinaria de protección y extraordinaria de 
protección contra decisiones de la justicia indígena. 4.5 Los efectos y la naturaleza de un 
procedimiento administrativo difieren de aquellos de una garantía jurisdiccional. En 
particular, el procedimiento administrativo tiene fines distintos a la garantía jurisdiccional de 
la acción de protección. Así, mientras que las pretensiones dentro del trámite administrativo 
implican la revisión del cumplimiento de normativa legal y reglamentaria que regula 
competencias, procedimientos y sanciones en el ámbito administrativo, las pretensiones de 
una acción de protección se basan en vulneraciones de derechos constitucionales, como así lo 
contiene el artículo 88 de la Constitución en el que se determina su objetivo. Como quedó 
anotado la resolución de clausura del local comercial del legitimado activo, dictada por el 
Servicio de Rentas Internas, institución pública que en el ámbito de sus competencias, está 
facultada para imponer sanciones, observando y aplicando el debido proceso, que impone el 
respeto a las garantías básicas del mismo, y no hacerlo vulnera derechos constitucionales, 
rebasando de esta manera el ámbito de la legalidad. En el caso sub judice,  no es materia de la 
acción, la facultad o no del legitimado pasivo de imponer sanciones por infracciones 
cometidas por los sujetos pasivos de la relación tributaria, establecidas luego de un debido 
proceso, como mal entiende la parte demandada; pues lo que se está ventilando es la 
obligación constitucional que tiene todo servidor público, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, de adecuar su accionar al ámbito constitucional, observando el orden jerárquico 
de aplicación de la norma, consignado en el Art. 425 de la Constitución de la República del 
Ecuador, en el que se determina que la Constitución, los tratados y convenios internacionales, 
las leyes orgánicas, las leyes ordinarias, las normas regionales y las ordenanzas distritales; los 
decretos y reglamentos; las ordenanzas; los acuerdos y las resoluciones; y los demás actos y 
decisiones de los poderes públicos; y en caso de existir conflicto entre normas de distinta 
jerarquía, la Corte Constitucional, las juezas y jueces, autoridades administrativas y servidoras 
y servidores públicos, lo resolverán mediante la aplicación de la norma jerárquica superior; y, 
al estar todas las personas, autoridades e instituciones sujetas a la Constitución, aplicando 
directamente las normas constitucionales y las previstas en los instrumentos internacionales de 
derechos humanos, siempre que sean más favorables  a las establecidas en la Constitución, 
aunque las partes no las invoquen expresamente, siendo claro que no podrá alegarse falta de 
ley o desconocimiento de las normas para justificar la vulneración  de los derechos y garantías 
establecidos en la Constitución, para desechar la acción interpuesta en su defensa, ni para 
negar el reconocimiento de tales derechos. Conforme el libelo inicial el ACTO QUE 
VULNERA DERECHOS CONSTITUCIONALES, a decir de los legitimados activos,  está 
contenido en la RESOLUCIÓN de clausura N° DZ9-FF9RCLC22-000000048, expedida el 03 
de marzo de 2022, emitida por el Director Zonal 9 del Servicio de Rentas Internas Felipe 
Córdova y ejecutada en la misma fecha, sin que conste en el cuaderno constitucional, que la 



misma haya sido el resultado de un debido proceso, en el que el presunto infractor haga uso de 
su derecho a la defensa, lo que se confirma con la expuesto por los legitimados pasivos, que 
confirman que la resolución no tenía que tener el procedimiento del Art. 2 del Reglamento de 
la Sanción de Clausura de Locales, expedido con Decreto Ejecutivo N° 1494, publicado en el 
Registro Oficial N° 500 de 06 de enero de 2009, que dispone, que previa la aplicación de la 
sanción de clausura, la autoridad competente que avoque el conocimiento del hecho dispondrá 
la notificación al presunto responsable para que comparezca a una audiencia pública, 
acompañado de su abogado defensor para que conteste los cargos formulados en su contra, 
debido proceso, que no se ha realizado y es en base de lo expuesto se analiza los derechos que 
se expresa han sido vulnerados. 4.6 En cuanto al DERECHO AL DEBIDO PROCESO, la 
Corte Constitucional en Sentencia N° 165-14-SEP-CC, en el caso N° 188-11-EP, ha 
manifestado: “El debido proceso, conforme lo ha señalado esta Corte en varias sentencias, se 
convierte en un pilar fundamental para la defensa de los derechos de las personas que 
intervienen dentro de un juicio; alrededor de este articulan una serie de principios y garantías 
básicas que conllevan a una correcta administración de justicia, conforme se encuentra 
determinado en el artículo 76 de la Constitución de la Republica, que a lo largo de 7 
numerales consagra la importancia de este proceso constitucional aplicado a todo proceso 
judicial. El debido proceso representa, sin ninguna duda, el eje articulador de la validez 
procesal, toda vez que la vulneración de sus garantías constituye un atentado grave a los 
derechos de las personas dentro de una causa, y consecuentemente representa una vulneración 
al Estado y a su seguridad jurídica, considerando que dichas normas del debido proceso son 
las encargadas de asegurar que la causa se ventile bajo el total respeto de derechos y garantías 
constitucionales.”. El Art. 169 de la Constitución de la Republica dispone que: “El sistema 
procesal es un medio para la realización de la justicia. Las normas procesales consagraran los 
principios de simplificación, uniformidad, eficacia, inmediación, celeridad y economía 
procesal, y harán efectivas las garantías del debido proceso. No se sacrificara la justicia por la 
sola omisión de formalidades.”. En el presente caso claramente se advierte que en la 
expedición de la resolución de clausura, el legitimado activo, no tuvo conocimiento del 
accionar previo del Servicio de Rentas Internas, institución que a través de su funcionario 
autor de la resolución, no le hizo conocer que en su contra se estaba imputando hechos que 
concluyeron con una sanción y la ejecución de la misma, violando de esta manera las 
garantías contenidas en el numeral 7) del Art. 76 de la Constitución de la República, pues no 
se le dio la oportunidad de presentar prueba, contradecir la presentada en su contra, asesorarse 
de un abogado/a, presentar prueba, ser escuchado en el momento oportuno y en igualdad de 
condiciones. En lo que dice relación al DERECHO A LA SEGURIDAD JURIDICA, 
conforme el Art. 82 de la Constitución de la República del Ecuador, “El derecho a la 
seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de normas 
jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades competentes.”; debiendo 
entenderse que éste, se basa en la certeza del derecho, que tienen las personas, de modo que su 
situación jurídica no será modificada sin que hayan mediado procedimientos regulares y 
legales previa y debidamente establecidos, mismos que en la especie NO se han observado, 
pues  existiendo un procedimiento para tratar las infracciones supuestamente cometidas por 



los sujetos pasivos, este no se ha aplicado y al contrario, sin la concurrencia del directamente 
interesado se ha generado documentos que unilateralmente concluyen en la aplicación de una 
sanción, que va más allá de la establecida en el Reglamento de la Sanción de Clausura de 
Locales, expedido con Decreto Ejecutivo N° 1494, publicado en el Registro Oficial N° 500 de 
06 de enero de 2009, en cuyo Art. 2 dispone que previa la aplicación de la sanción de 
clausura, la autoridad competente que avoque el conocimiento del hecho dispondrá la 
notificación al presunto responsable para que comparezca a una audiencia pública, 
acompañado de su abogado defensor para que conteste los cargos formulados en su contra, lo 
que no sucedió, pues conforme lo demostrado en el proceso,  sin este proceso, se expidió la 
sanción de clausura y esta fue ejecutada a los seis días de la supuesta infracción. En el 
presente caso existiendo un proceso establecido para la imposición de la sanción de clausura, 
este no se cumplió, y con esto no se aplicó normas previas y claras existentes y cuya 
aplicación era de aplicación obligatoria de autoridad competente. Con respecto al 
DERECHO A LA DEFENSA, se debe señalar que las relaciones de indefensión se originan 
en la situación fáctica de falta total o insuficiencia de medios físicos y jurídicos de defensa 
para resistir o repeler la agresión, amenaza o vulneración de sus derechos fundamentales. La 
indefensión no es una circunstancia que pueda ser analizada en abstracto, requiere de un 
vínculo entre quien la alega y quien infringe que permita asegurar el nexo causal y la 
respectiva vulneración del derecho fundamental. La situación de indefensión es una 
circunstancia que coloca a la persona en la imposibilidad real de ejercer sus derechos 
fundamentales por motivos ajenos a su voluntad. Pese a que, el ordenamiento jurídico dispone 
de medios de defensa judicial para la protección de los derechos e intereses, sin embargo la 
inacción de las autoridades públicas, pueden dar lugar a la desprotección y consecuente 
indefensión de una persona frente al poder o a la supremacía de otro particular. En estos casos, 
al juez constitucional corresponde verificar si efectivamente se configura una situación o 
relación de indefensión en la que esté en juego algún derecho fundamental que deba ser 
tutelado. En la especie se advierte que el funcionario que expidió la resolución de clausura, lo 
hizo sin permitir que el hoy legitimado activo, ejerza su derecho a la defesa, pues efectuó un 
 proceso unilateral, que no ha puesto en conocimiento del legitimado activo, lo que se 
evidencia de la prueba actuada, esto es la ausencia de medios de defensa de carácter legal, 
material o físico, del legitimado activo, pues ante la ignorancia del accionar del Servicio de 
Rentas Internas y de lo actuado por el legitimado pasivo, le impidió contrarrestar los ataques o 
agravios, contra sus derechos constitucionales fundamentales. Con respecto a la vulneración 
del DERECHO AL TRABAJO, se considera que el Art. 11 de la Constitución de la 
República del Ecuador, manda que se observarán para el ejercicio de los derechos, los 
principios que recoge la norma constitucional, esto es igualdad, no discriminación, la 
aplicación directa e inmediata, la justiciabilidad de los derechos, prohibición de restricción de 
los derechos y garantías constitucionales, aplicación de la norma que más favorezca su 
efectiva vigencia, no exclusión de derechos derivados de la dignidad humana, progresividad 
de derechos, no carácter regresivo, respeto por la normas jurisdiccionales, principio de 
jerarquía, derecho de repetición, responsabilidad estatal y reparación del daño; en tal virtud, al 
determinar que con la actuación del legitimado pasivo, se ha vulnerado el DERECHO AL 



TRABAJO de los legitimados activos, el análisis ha de tomar en cuenta si uno cualquiera de 
los principios antes anotados, han sido desatendidos, y establecido, el derecho al trabajo, cuya 
violación se alega ha sido vulnerado. El Art. 33 de la Constitución  de la República del 
Ecuador, preceptúa que “El trabajo es un derecho y un deber social, y un derecho económico, 
fuente de realización personal y base de la economía. El Estado garantizará  a las personas 
trabajadoras el pleno respeto a su dignidad, una vida decorosa, remuneraciones y retribuciones 
justas y el desempeño de un trabajo saludable  y libremente escogido o aceptado.”, por lo que 
ha de entenderse que el derecho al trabajo, no solo ha de enmarcarse en el ámbito o entorno 
íntimo de la persona y su núcleo familiar, sino que al imponer al Estado el deber de 
garantizarlo, se entiende que rebasa este ámbito o espacio y se amplía a la sociedad misma, 
pues el trabajo digno, remunerado justamente, saludable y libremente escogido, brindará no 
solo paz individual sino paz social. Conforme obra de autos, los legitimados activos, tienen 
como actividad económica, la venta de bienes en el local comercial denominado 
FERRETERIA LOPEZ,  actividad que la ejerce conforme el Registro Único de 
Contribuyentes que obra de autos, documento generado y otorgado por el Servicio de Rentas 
Internas, por tanto, esta institución es conocedora y poseedora de datos de todos quienes han 
solicitado un Registro Único de Contribuyentes, para ejercer una actividad económica, la que 
se evidencia  en el mismo documento y mientras se la ejerza en el ámbito de la ley y 
reglamentos, es claro que el derecho al trabajo no se verá alterado, cuestionado o vulnerado. 
Como quedó anotado, la facultad de expedir la resolución de clausura, por parte del 
legitimado pasivo, no está en el debate constitucional, pero si lo está el camino jurídico que ha 
seguido el documento, es decir si previo a su expedición se ha observado y aplicado el debido 
proceso previsto en el Art. 76 numeral 7) y sus correspondientes literales y en específico el 
derecho a la defensa y establecido que no se siguió el debido proceso, es claro que la 
ejecución de la sanción, esto es la clausura del local comercial, impidió el trabajo del 
legitimado activo en el local comercial. El contenido de la Resolución impugnada, ha 
vulnerado y menoscabado el derecho al trabajo de los accionantes, de manera directa, no 
siendo procedente alegar la falta de agotamiento de vías administrativas y jurisdiccionales 
ordinarias, cuando, como en el presente caso, aparece de manifiesto el daño causado. 4.7 La 
acción de protección, es una garantía jurisdiccional cuyo propósito principal, es el 
restablecimiento, preservación y protección de derechos fundamentales, reparatoria, no 
residual, orientada a la defensa objetiva de la Constitución y que goza de un carácter 
preferente y sumario. En la especie, de lo expuesto, se advierte, que la presente acción no se 
encuentra en ninguno de los presupuestos de improcedencia determinados en el Art. 42 de la 
Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional y comprobado la 
violación de los derechos constitucionales alegados, por acción de autoridad pública y siendo 
constitucionales los derechos vulnerados, la vía para su reparación es la constitucional, por lo 
que la presente demanda ha cumplido con lo dispuesto en el Art. 40 ibídem. QUINTO: 
RESOLUCIÓN.- En mérito de lo expuesto, ADMINISTRANDO JUSTICIA, EN NOMBRE 
DEL PUEBLO SOBERANO DEL ECUADOR, Y POR AUTORIDAD DE LA 
CONSTITUCION Y LAS LEYES DE LA REPUBLICA, se resuelve: 1.- Acepta el recurso de 
apelación interpuesto por los legitimados activos, SANDY ALEJANDRA LÓPEZ ZAPATA 



 y  GALO ALFONSO LÓPEZ NEGRETE, se revoca la sentencia subida en grado, y se acepta 
la demanda de acción de protección. 2.- Declarar que la entidad accionada SERVICIO DE 
RENTAS INTERNAS SRI, al expedir la Resolución de clausura N° DZ9-FF9RCLC22-
000000048, de 03 de marzo de 2022, sin haber realizado el debido proceso sancionatorio, 
constante en el Art. 2 del Reglamento de la Sanción de Clausura de Locales, expedido con 
Decreto Ejecutivo N° 1494, publicado en el Registro Oficial N° 500 de 06 de enero de 2009 y 
ejecutar la sanción clausurando el local comercial FERRETERIA LOPEZ, vulneró los 
derechos constitucionales del legitimado activo señor GALO ALFONSO LÓPEZ NEGRETE, 
al debido proceso, defensa, seguridad jurídica y trabajo y 3.- Como medidas de reparación 
integral, y considerando que esta Sentencia en sí misma, es una medida de satisfacción, 
dispone: Que el Servicio de Rentas Internas deje sin efecto la resolución de clausura N° DZ9-
FF9RCLC22-00000048, expedida el 03 de marzo de 2022;  Que el Servicio de Rentas 
Internas, a través de su representante legal, publique esta sentencia en la parte principal de su 
sitio web institucional y difunda la misma a través de correo electrónico o de otros medios 
adecuados y disponibles a todas las y los servidores públicos que prestan sus servicios en la 
institución, durante quince días en la que se incluirá disculpas públicas al señor GALO 
ALFONSO LÓPEZ NEGRETE y que la Defensoría del Pueblo de seguimiento el 
cumplimiento de lo dispuesto en esta sentencia y comunique al juzgador de ejecución de la 
sentencia. En cumplimiento de lo dispuesto en el numeral 5 del Art. 86 de la Constitución de 
la República, remítase esta sentencia a la Corte Constitucional para los fines correspondientes. 
Notifíquese y cúmplase.
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